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Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 

de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 

jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación; de las ejecutorias 

correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de la 

Federación. 

 

El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 

internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 

correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 

a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 

constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 

 
 

SEPTIEMBRE 
 
 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022118  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 18 de septiembre de 2020 10:27 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 39/2020 (10a.)  
 
EMPLAZAMIENTO. DEBE CONSIDERARSE VÁLIDO SÓLO CUANDO AL REALIZAR LA CERTIFICACIÓN 
RELATIVA, EL NOTIFICADOR DESCRIBE CUÁLES SON LAS COPIAS DE LOS DOCUMENTOS QUE SE 
ADJUNTARON A LA DEMANDA CON LAS QUE CORRE TRASLADO. 
 
Hechos: Los órganos colegiados contendientes analizaron si como requisito de validez del 
emplazamiento, el actuario o notificador debe describir cuáles son las copias de los documentos 
que se adjuntaron a la demanda con las que corre traslado. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación arriba a la convicción 
de que si la ley procesal respectiva establece como formalidad del emplazamiento el entregar copias 
de traslado de la demanda y demás documentos que se adjuntan a ésta, tal enunciado normativo 
debe interpretarse de conformidad con el artículo 14 constitucional, a fin de concluir que el 
emplazamiento debe considerarse válido sólo cuando al realizar la certificación en el acta relativa, 
el actuario o notificador indica, describe o establece cuáles son los anexos documentales con los 
que corrió traslado. 

 
 

TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  

DEL 18 DE SEPTIEMBRE AL 16 DE OCTUBRE DE 2020 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html
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Justificación: La importancia y trascendencia del emplazamiento han sido reiteradamente 
reconocidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, señalando que la falta de emplazamiento 
o su defectuosa práctica constituyen la violación procesal de mayor magnitud y de carácter más 
grave, puesto que da origen a la omisión de las demás formalidades esenciales del procedimiento. 
En ese sentido, los preceptos que establecen las formalidades del emplazamiento a un 
procedimiento jurisdiccional deben interpretarse de conformidad con las normas constitucionales 
que reconocen el derecho de audiencia, al debido proceso y de certeza jurídica. Esto último se 
traduce en que para considerar que el emplazamiento a juicio cumple con su finalidad constitucional 
de garantizar al demandado el pleno ejercicio a la defensa, la información que a través de él se 
proporcione al enjuiciado debe otorgar la suficiente certeza jurídica respecto a la fidelidad de los 
términos en los que el accionante formuló su demanda y de los documentos que adjuntó a ésta. 
Dicho de otro modo, la finalidad legal y constitucional del emplazamiento no es la de proporcionar 
al demandado cualquier información o información incompleta respecto al juicio instaurado en su 
contra por la actora, sino que tal finalidad consiste en que el emplazado tenga conocimiento cierto 
y completo, no únicamente de las prestaciones que se le reclaman, sino de los documentos en los 
cuales la accionante sustenta su acción, a fin de estar en posibilidad de ejercer plenamente su 
derecho a la defensa mediante actos jurídicos como contestar la demanda, oponer todas las 
excepciones que considere pertinentes y, en su caso, aportar las pruebas que considere necesarias 
para su defensa. Bajo esta lógica, si la ley procesal respectiva establece como formalidad del 
emplazamiento el entregar copias de traslado de la demanda y demás documentos que se adjuntan 
a ésta, tal enunciado normativo debe interpretarse de conformidad con el artículo 14 constitucional 
a fin de concluir que el emplazamiento debe considerarse válido sólo cuando al realizar la 
certificación relativa, el actuario o notificador indica, describe o establece cuáles son esos 
documentos que se adjuntaron y con cuyas copias corrió traslado. Tal formalidad en el 
emplazamiento no constituye un requisito irrazonable o difícil de cumplir por parte del actuario o 
notificador, pues éste sólo debe identificar en el acta de emplazamiento cuáles son, en cada caso, 
los anexos con cuyas copias corre traslado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 107/2020. Entre las sustentadas por el Pleno del Decimonoveno Circuito, el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla. 22 
de julio de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Melesio Ramos Martínez.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Pleno del Decimonoveno Circuito, al resolver la contradicción de tesis 2/2014, la 
cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.XIX. J/1 C (10a.), de título y subtítulo: 
"EMPLAZAMIENTO. LA OMISIÓN DEL ACTUARIO DE PORMENORIZAR LOS DOCUMENTOS CON QUE 
SE CORRE TRASLADO AL DEMANDADO, ES INSUFICIENTE PARA DECLARAR SU INVALIDEZ 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 67, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL 
ESTADO DE TAMAULIPAS).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de 
diciembre de 2015 a las 11:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 25, Tomo I, diciembre de 2015, página 743, con número de registro digital: 2010687; y, 
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, 
con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en auxilio del Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 808/2019 
(cuaderno auxiliar 909/2019), en el que consideró que conforme al artículo 1394 del Código de 
Comercio, tratándose del emplazamiento, en todos los casos se entregará al demandado cédula en 
la que se contengan la orden de embargo decretada en su contra, dejándole copia de la diligencia 
practicada, corriéndole traslado con la copia de demanda, de los documentos base de la acción y 
demás que se ordenan por el artículo 1061 de esa misma codificación. 
 
Tesis de jurisprudencia 39/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de diecinueve de agosto de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de 
septiembre de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022149  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de septiembre de 2020 10:34 h  

Materia(s): (Constitucional, Penal)  

Tesis: 1a./J. 38/2020 (10a.)  
 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL RECURSO DE APELACIÓN. ES IMPROCEDENTE EN 
FAVOR DE LAS VÍCTIMAS U OFENDIDOS QUE NO SE ENCUENTREN EN UNA SITUACIÓN PARTICULAR 
DE VULNERABILIDAD, CUANDO LO INTERPONEN CONTRA UNA SENTENCIA EMITIDA EN UN 
PROCESO PENAL SEGUIDO CONFORME AL SISTEMA TRADICIONAL O MIXTO. 
 
Hechos: Los tribunales colegiados sostuvieron criterios distintos al analizar si procede la suplencia 
de la deficiencia de la queja en favor de víctimas u ofendidos que no se encuentren en una situación 
particular de vulnerabilidad, cuando interponen el recurso de apelación contra una sentencia 
definitiva, emitida en un proceso penal tramitado conforme al sistema tradicional o mixto. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que aunque 
las víctimas u ofendidos están legitimados para interponer la apelación contra sentencias definitivas 
emitidas en procesos penales tradicionales o mixtos, los tribunales de alzada que conocen de ese 
recurso, no están en posibilidad de suplir sus agravios, pues esa suplencia haría que el órgano 
jurisdiccional asuma una función que constitucionalmente no le corresponde, al permitirle jugar un 
papel activo en favor del poder punitivo estatal, siempre que las víctimas u ofendidos no se 
encuentren en una situación particular de vulnerabilidad. 
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Justificación: Lo anterior, porque la participación de las víctimas u ofendidos debe guardar armonía 
con el debido proceso penal, en convergencia con los derechos humanos de defensa y presunción 
de inocencia de los imputados, como principios rectores del garantismo penal, el cual es una 
herramienta para analizar la igualdad entre los derechos de las víctimas, ofendidos e imputados. Esa 
igualdad, de índole procesal, implica la posibilidad de hacer valer sus respectivos intereses con 
similitud de armas jurídicas, siempre y cuando no conduzca al desconocimiento de las directrices 
fundamentales del procedimiento penal moderno, entendido como un conflicto entre el Estado y el 
justiciable, donde la parte débil es el imputado. El primero, como titular del derecho a castigar, 
ejerce la acción penal por conducto del Ministerio Público, quien además de ser perito en derecho, 
cuenta con los medios suficientes para allegar las pruebas necesarias para esclarecer lo sucedido, 
correspondiéndole al juez, como ente imparcial, decidir lo conducente. Bajo esa óptica, la 
legitimación de las víctimas u ofendidos para interponer un recurso ordinario de apelación contra 
una sentencia definitiva emitida en un proceso penal seguido conforme al sistema tradicional o 
mixto, no conlleva la posibilidad de que el tribunal de alzada supla sus agravios, pues esa suplencia 
haría que el órgano jurisdiccional asuma una función que constitucionalmente no le corresponde, 
al obligarlo a desempeñar un papel activo en favor del poder punitivo estatal. El artículo 21 de la 
Constitución General separa de manera tajante la función de perseguir el delito, propia del 
Ministerio Público, de la de juzgar, y si bien el Constituyente reconoció a víctimas y ofendidos el 
derecho a coadyuvar con el mencionado representante social, no contempló la obligación de 
subsanar sus deficiencias argumentativas. Por tanto, aunque las víctimas u ofendidos están 
legitimados para interponer el recurso de apelación contra sentencias definitivas emitidas en 
procesos penales tradicionales o mixtos, los tribunales de alzada no están en posibilidad de suplir 
sus agravios, pues ello sería en detrimento del justiciable y en favor del poder punitivo estatal. 
Finalmente, es verdad que en términos generales las víctimas y ofendidos no son juristas, sin 
embargo, tienen derecho a recibir asesoría jurídica, la cual debe provenir de entes públicos o 
privados ajenos a los órganos jurisdiccionales. Lo anterior no contradice la jurisprudencia 1a/J. 
29/2013 (10a.), de la Primera Sala, de título y subtítulo: "SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
MATERIA PENAL. OPERA EN FAVOR DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO POR EL DELITO, CONFORME AL 
MARCO CONSTITUCIONAL SOBRE DERECHOS HUMANOS QUE RESGUARDAN LOS ARTÍCULOS 20, 
APARTADO B Y 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, NO OBSTANTE QUE EL ARTÍCULO 76 BIS, 
FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO, LA PREVEA SÓLO EN BENEFICIO DEL REO.", pues el criterio 
contenido en ésta aplica exclusivamente al juicio de amparo, donde la controversia se suscita entre 
los gobernados (ya sea que se trate de imputados, víctimas u ofendidos) y las autoridades. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 77/2017. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito, el entonces Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, 
actual Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito y el 
entonces Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito. 8 de julio de 2020. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
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El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el 
amparo directo 40/2016, en el que consideró que la suplencia de la queja no debe hacerse extensiva 
en favor de víctimas u ofendidos que interpongan un recurso de apelación, ni siquiera con apoyo en 
el principio pro persona, pues aduce que el tratamiento diferenciado respecto del imputado es 
racional; de tal manera que sus alegaciones deben apreciarse bajo las reglas del estricto derecho y 
la llamada "causa de pedir", a menos que se trate de personas en una especial situación de 
vulnerabilidad. 
 
El sostenido por el entonces Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito, al resolver el 
amparo directo 543/2013, que dio origen a la tesis aislada XII.2o.1 P (10a.), de título y subtítulo: 
"SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA PENAL. EL ARTÍCULO 379 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE SINALOA, AL ESTABLECER QUE EN LA SEGUNDA 
INSTANCIA AQUÉLLA OPERA ÚNICAMENTE A FAVOR DEL INCULPADO O SU DEFENSOR, SIN COLOCAR 
EN ESE MISMO PLANO A LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO, ES INCONVENCIONAL Y DEBE 
INAPLICARSE POR VULNERAR EL PRINCIPIO DE IGUALDAD ENTRE LAS PARTES Y EL DERECHO DE 
IGUALDAD ANTE LA LEY.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de 
junio de 2014 a las 10:35 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 7, Tomo II, junio de 2014, página 1862, con número de registro digital: 2006785, y 
 
El sustentado por el entonces Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actualmente 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, al resolver el amparo 
directo 672/2014, que dio origen a la tesis XX.2o.4 P (10a.), de título y subtítulo: "SUPLENCIA DE LA 
QUEJA DEFICIENTE EN LA APELACIÓN. EL ARTÍCULO 384, PÁRRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE CHIAPAS ABROGADO, AL DISPONER QUE LA SALA 
PODRÁ REALIZARLA ANTE LA FALTA O DEFICIENCIA DE AGRAVIOS CUANDO EL RECURRENTE SEA EL 
PROCESADO O SENTENCIADO, SIN COLOCAR EN EL MISMO PLANO A LA VÍCTIMA U OFENDIDO, 
VULNERA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD ENTRE LAS PARTES Y EL DERECHO DE IGUALDAD ANTE LA LEY 
Y, POR TANTO, EN EJERCICIO DEL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD Y CONSTITUCIONALIDAD 
DIFUSO, DEBE INAPLICARSE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de 
marzo de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 16, Tomo III, marzo de 2015, página 2510, con número de registro digital: 2008702. 
 
Tesis de jurisprudencia 38/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de cinco de agosto de dos mil veinte.  
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 29/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXVI, Tomo 1, noviembre de 2013, página 
508, con número de registro digital: 2004998. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2020 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de 
septiembre de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
16/2019. 
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OCTUBRE 
 
 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022178  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 28/2020 (10a.)  
 
VINCULACIÓN A PROCESO. LOS JUECES DE AMPARO NO PUEDEN SUSTITUIR AL JUEZ DE CONTROL 
EN LA PONDERACIÓN DE LOS DATOS DE PRUEBA INCORPORADOS POR EL IMPUTADO O SU 
DEFENSA, EN EL PLAZO CONSTITUCIONAL O SU DUPLICIDAD, SIN EMBARGO, SÍ PUEDEN ANALIZAR 
LA LEGALIDAD DE SU EJERCICIO DE PONDERACIÓN. 
 
Los Tribunales Colegiados que participaron en la contradicción de tesis conocieron, en los 
correspondientes recursos de revisión, de casos en los que sendos imputados, por conducto de su 
defensa, incorporaron respectivamente en el plazo constitucional y su duplicidad, datos de prueba 
para que fueran considerados por el Juez de Control al resolver sobre su vinculación a proceso; sin 
embargo, sostuvieron criterios opuestos, pues uno de ellos determinó, implícitamente, que la 
autoridad de amparo en primera instancia podía sustituir al Juez de Control en la ponderación de 
los datos de prueba; mientras que el otro concluyó que ello correspondía al Juez de Control, pero 
en la etapa intermedia. Sobre tal cuestión, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los Jueces de amparo no pueden sustituir al Juez de Control en la ponderación 
de los datos de prueba incorporados por el imputado o su defensa, en el plazo constitucional o su 
duplicidad; sin embargo, sí pueden analizar la legalidad del ejercicio de ponderación que aquél 
realiza. Ello debido a que el Juez de Control, para resolver sobre la vinculación a proceso, debe 
ponderar los datos de prueba que incorpore el imputado o su defensa, durante el plazo 
constitucional de setenta y dos horas o en su ampliación, en contradicción con los expuestos por el 
Ministerio Público, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 314 y 315 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales; facultad que es exclusiva de las autoridades de instancia y, por tanto, no 
pueden ejercerla los Jueces constitucionales. No obstante, ello no implica que no puedan revisar el 
juicio de ponderación de los datos de prueba que se realiza; es decir, la legalidad y 
constitucionalidad del acto reclamado, no del dato de prueba en sí, pues su análisis se circunscribe 
única y exclusivamente a la valoración del juicio de prueba que llevó a cabo el Juez de Control, y 
resolver sobre la constitucionalidad de su determinación. Ejercicio que no implica que se sustituya 
al Juez natural en la apreciación de los datos de prueba, ya que sólo se analiza la legalidad de la 
ponderación que se hizo, a efecto de corroborar si se ajustó o no a los principios que rigen el debido 
proceso legal, y constatar que no se hubieran alterado los hechos, que no exista infracción a las 
reglas fundamentales de la lógica, a los conocimientos científicos y a las máximas de la experiencia. 
 
PRIMERA SALA 
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Contradicción de tesis 109/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo 
Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 11 de marzo 
de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver los amparos en 
revisión 338/2018, 340/2018 y 341/2018, de los cuales derivó la tesis aislada II.2o.P.80 P (10a.), de 
título y subtítulo: "AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO DICTADO DENTRO DE LA AMPLIACIÓN DEL 
TÉRMINO CONSTITUCIONAL. EN ESTA RESOLUCIÓN EL ALCANCE DE UN ESTADO PROBATORIO 
CONTRADICTORIO ES EXCLUSIVAMENTE DE NATURALEZA PRELIMINAR.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 8 de marzo de 2019 a las 10:11 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 64, Tomo III, marzo de 2019, página 2571, 
con número de registro digital: 2019450; y, 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 507/2018, en el que consideró que tanto el Juez de Control, como la autoridad de amparo, 
pueden valorar los datos de prueba que se incorporaron a la audiencia de vinculación, dentro del 
plazo constitucional o su ampliación, por parte del imputado o su defensa y añadió que la autoridad 
responsable aplicó inexactamente las reglas relativas a la valoración de los datos de prueba; ello, 
bajo el argumento de que conforme al artículo 261 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
no era necesario que se desahogaran ante el Juez de Control para que fueran valorados de manera 
libre y lógica. 
 
Tesis de jurisprudencia 28/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de uno de julio de dos mil veinte.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de octubre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022171  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a. XXVI/2020 (10a.)  
 
PROVIDENCIA PRECAUTORIA. POR SU INDEPENDENCIA LÓGICA COMO FIGURA, LA CARENCIA DE 
RECURSOS ECONÓMICOS PARA GARANTIZAR LA REPARACIÓN DEL DAÑO NO JUSTIFICA LA 
IMPOSICIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES RESTRICTIVAS DE LA LIBERTAD. 
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Hechos: En el marco de un proceso penal, el quejoso combatió –vía juicio de amparo indirecto– el 
aumento del monto previamente fijado para la medida cautelar de garantía económica. El aumento 
se consideró necesario para garantizar la reparación del daño en favor de la víctima. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
carencia de recursos económicos para garantizar la reparación del daño mediante una providencia 
precautoria nunca trae aparejada la pérdida de libertad física, ni la consecuente imposición de la 
prisión preventiva. Esto obedece a su independencia lógica como figura jurídica respecto a la medida 
cautelar de garantía económica. 
 
Justificación: El artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales establece que la prisión 
preventiva únicamente procede cuando otras medidas cautelares no son suficientes para garantizar 
la comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la 
víctima, de los testigos o de la comunidad. En ese sentido, las particularidades de los casos 
sometidos a consideración de los Jueces suelen confrontarles con la necesidad de sustituir o revisar 
alguna medida cautelar previamente impuesta bajo la predicción razonada de que ella sería eficaz. 
En estos escenarios, la subsidiariedad funciona de modo tal que permite al Juez desplazar la medida 
menos gravosa por una más aflictiva si las condiciones fácticas así lo reclaman. En contraste, la 
fijación de la providencia precautoria nunca depende del devenir de estas circunstancias, en virtud 
de que la integridad del monto fijado para ello no depende de vicisitudes tales como que la persona 
inculpada se sustraiga y ausente del proceso, o de que su libertad suponga un riesgo para la víctima, 
ofendidos o testigos. La providencia precautoria no busca asegurar la continuidad del proceso; tan 
sólo pretende mantener condiciones que eventualmente permitirán a la víctima hacer exigible su 
derecho humano a la reparación del daño. Consecuentemente, la carencia de recursos económicos 
para garantizarla nunca debe traer aparejada la pérdida de libertad física, ni la consecuente 
imposición de la prisión preventiva. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 13/2019. Jesús Martín Salinas Garza. 21 de noviembre de 2019. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal Urueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022168  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  

Materia(s): (Penal)  
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Tesis: 1a./J. 30/2020 (10a.)  
 
MODIFICACIÓN DE LA CALIFICACIÓN DEL HECHO DELICTIVO MATERIA DE LA IMPUTACIÓN. LA 
FACULTAD DEL JUEZ DE CONTROL AL DICTAR AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO, NO VULNERA 
EL PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD, EN SU VERTIENTE DE DISTRIBUCIÓN DE FUNCIONES 
(INTERPRETACIÓN DEL PENÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 316 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES). 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito que conocieron de los amparos en revisión 
respectivos, sostuvieron un criterio distinto consistente en determinar si la modificación de la 
calificación del hecho delictivo materia de la imputación al dictar auto de vinculación a proceso –
prevista en el artículo 316 del Código Nacional de Procedimientos Penales–, vulnera el principio de 
imparcialidad en su vertiente de distribución de funciones. 
 
Criterio jurídico: La modificación de la calificación del hecho delictivo materia de la imputación, 
realizada al dictar auto de vinculación a proceso, no vulnera el principio de imparcialidad en su 
vertiente de distribución de funciones. 
 
Justificación: El ejercicio de la potestad conferida al Juez de Control –al dictar auto de vinculación a 
proceso– para otorgar una clasificación jurídica distinta al hecho delictivo materia de la imputación, 
no conlleva la realización de funciones de acusación, pues la vertiente que impone la distribución 
de funciones establece que la función de investigar y de formular la acusación le pertenece al 
Ministerio Público; la actividad de defensa atañe al imputado y su defensor; en tanto que la de juzgar 
le corresponde al Juez o tribunal de enjuiciamiento. En su vertiente de coherencia entre la 
imputación y el auto de vinculación a proceso, exige la necesaria correspondencia que debe 
concurrir entre la hipótesis fáctica que formula el actor penal y la decisión a la que arriba el Juez al 
emitir su determinación, lo cual se traduce en una exigencia dirigida al Juez que le prohíbe vincular 
a proceso por hechos distintos –circunstancias fácticas– a los que fueron señalados por el Ministerio 
Público al formular la imputación. En ese sentido, los hechos materia de la imputación que formula 
el Ministerio Público constituyen el límite de la actividad jurisdiccional del juzgador, de modo que la 
autoridad judicial por regla general, motu proprio, no puede variar los hechos para modificar la 
clasificación del hecho delictivo materia de la imputación, pues al hacerlo ejercería funciones de 
órgano acusador, lo que implicaría reunir dos funciones antagónicas en una sola persona, en clara 
transgresión a la naturaleza del sistema. Por tanto, si se formula imputación por determinado hecho 
delictivo, cabe la posibilidad de que durante el proceso penal se le otorgue una clasificación jurídica 
distinta por el que técnicamente corresponda, siempre y cuando no se varíen los hechos y se 
garantice el derecho de defensa del imputado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 190/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Sexto Circuito y el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 29 de 
enero de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Manuel Baráibar Tovar. 
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Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 153/2018 y 320/2018, en los que realizó una interpretación del contenido y 
alcance de la figura de reclasificación del hecho delictivo materia de la imputación al dictar auto de 
vinculación a proceso, prevista en el multicitado artículo 316 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, y sostuvo, en esencia, que el ejercicio de dicha potestad, aun cuando implique agravar la 
situación del imputado, no vulnera los principios de contradicción e imparcialidad que rigen el 
sistema acusatorio, pues desde su óptica, el legislador no dispuso lo contrario, es decir, no distinguió 
entre la reclasificación en beneficio o perjuicio; además, busca un fin constitucionalmente válido, 
esto es, que el culpable no quede impune y que la víctima sea resarcida del daño provocado por la 
comisión del delito; y, 
 
El Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 
244/2016, que dio origen a la tesis aislada número I.8o.P.12 P (10a.), de título y subtítulo: "AUTO 
DE VINCULACIÓN A PROCESO. EL JUEZ DE CONTROL, AL EJERCER SU FACULTAD DE RECLASIFICAR 
LOS HECHOS MATERIA DE LA IMPUTACIÓN MINISTERIAL, NO PUEDE AGRAVAR LA SITUACIÓN 
JURÍDICA DEL IMPUTADO PUES, DE HACERLO, VIOLA EL PRINCIPIO ACUSATORIO Y LA NATURALEZA 
CONTRADICTORIA DE LA CONTIENDA, ASÍ COMO LA IMPARCIALIDAD DE LA DECISIÓN JUDICIAL 
(INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DEL ARTÍCULO 316, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES)."; publicada en en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
30 de junio de 2017 a las 10:36 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 2866, con número de registro digital: 2014665. 
 
Tesis de jurisprudencia 30/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de ocho de julio de dos mil veinte.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de octubre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022167  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 31/2020 (10a.)  
 
MODIFICACIÓN DE LA CALIFICACIÓN DEL HECHO DELICTIVO MATERIA DE LA IMPUTACIÓN. LA 
FACULTAD DEL JUEZ DE CONTROL AL DICTAR AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO, NO VULNERA 
EL PRINCIPIO DE CONTRADICCIÓN QUE RIGE EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO (INTERPRETACIÓN 
DEL PENÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 316 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES). 
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Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito que conocieron de los amparos en revisión 
respectivos, sostuvieron un criterio distinto consistente en determinar si la modificación de la 
calificación del hecho delictivo materia de la imputación al dictar auto de vinculación a proceso –
prevista en el artículo 316 del Código Nacional de Procedimientos Penales–, vulnera el principio de 
contradicción que rige el sistema penal acusatorio. 
 
Criterio jurídico: La modificación de la calificación del hecho delictivo materia de la imputación, 
realizada al dictar auto de vinculación a proceso, no vulnera el principio de contradicción que rige 
el sistema penal acusatorio. 
 
Justificación: Como se desprende del artículo 6o. del Código Nacional de Procedimientos Penales, el 
principio de contradicción exige que las partes puedan conocer, controvertir o confrontar los medios 
de prueba, así como oponerse a las peticiones y alegatos de la otra parte. Este principio funge como 
pieza clave para el correcto desarrollo del proceso, pues por un lado, garantiza el derecho de las 
partes a concurrir al proceso en igualdad de armas y, por otra, permite al juzgador apreciar de forma 
clara los elementos de prueba y los argumentos que, de forma oral, exponen las partes. Así, esta 
Primera Sala considera que en el sistema de enjuiciamiento penal acusatorio y oral, es 
constitucionalmente factible modificar la clasificación jurídica del hecho delictivo materia del 
debate, sin embargo, existe la limitante de no variar los hechos –entendidos como elementos 
fácticos– planteados por el Ministerio Público al formular imputación. Efectivamente, un elemento 
que cobra capital importancia para llevar a cabo la modificación de la clasificación del hecho 
delictivo materia de la imputación, es el relativo al derecho de defensa del imputado, aspecto sobre 
el cual no puede soslayarse que el legislador reiteró en todos los artículos que la regulan (a partir 
del inicio de la investigación complementaria), que si bien es cierto el Juez de Control puede otorgar 
una clasificación jurídica distinta al hecho delictivo inicialmente propuesto por el Ministerio Público, 
también lo es que debe dar intervención al imputado para efectos de su defensa. Sobre este punto, 
debe decirse que la participación del imputado se encuentra contemplada para aquellos supuestos 
en los que ya existe una intervención activa de éste, pues a partir de la formulación de la imputación, 
el acto primigenio a través del cual puede modificarse la clasificación del hecho delictivo materia de 
la imputación, es precisamente el auto de vinculación a proceso, actuación en la cual el imputado 
ya conoce de antemano los hechos –como elementos fácticos– planteados por el Ministerio Público. 
Lo anterior, es concomitante con el aludido principio de contradicción, en la medida que al dictarse 
auto de vinculación a proceso el imputado ya conoce los hechos y los datos de prueba aportados 
por el Ministerio Público; por tanto, ningún perjuicio le irroga que los acontecimientos fácticos se 
coloquen en un supuesto jurídico hipotético distinto, pues en ese momento ya cuenta con 
elementos suficientes para hacer frente a la imputación que pesa en su contra. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 190/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Sexto Circuito y el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 29 de 
enero de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Manuel Baráibar Tovar. 
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Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 153/2018 y 320/2018, en los que realizó una interpretación del contenido y 
alcance de la figura de reclasificación del hecho delictivo materia de la imputación al dictar auto de 
vinculación a proceso, prevista en el multicitado artículo 316 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, y sostuvo, en esencia, que el ejercicio de dicha potestad, aun cuando implique agravar la 
situación del imputado, no vulnera los principios de contradicción e imparcialidad que rigen el 
sistema acusatorio, pues desde su óptica, el legislador no dispuso lo contrario, es decir, no distinguió 
entre la reclasificación en beneficio o perjuicio; además, busca un fin constitucionalmente válido, 
esto es, que el culpable no quede impune y que la víctima sea resarcida del daño provocado por la 
comisión del delito; y, 
 
El Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 
244/2016, que dio origen a la tesis aislada número I.8o.P.12 P (10a.), de título y subtítulo: "AUTO 
DE VINCULACIÓN A PROCESO. EL JUEZ DE CONTROL, AL EJERCER SU FACULTAD DE RECLASIFICAR 
LOS HECHOS MATERIA DE LA IMPUTACIÓN MINISTERIAL, NO PUEDE AGRAVAR LA SITUACIÓN 
JURÍDICA DEL IMPUTADO PUES, DE HACERLO, VIOLA EL PRINCIPIO ACUSATORIO Y LA NATURALEZA 
CONTRADICTORIA DE LA CONTIENDA, ASÍ COMO LA IMPARCIALIDAD DE LA DECISIÓN JUDICIAL 
(INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DEL ARTÍCULO 316, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES)."; publicada en en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
30 de junio de 2017 a las 10:36 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 2866, con número de registro digital: 2014665. 
 
Tesis de jurisprudencia 31/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de ocho de julio de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de octubre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022166  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 29/2020 (10a.)  
 
MODIFICACIÓN DE LA CALIFICACIÓN DEL HECHO DELICTIVO MATERIA DE LA IMPUTACIÓN. LA 
FACULTAD DEL JUEZ DE CONTROL AL DICTAR AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO, NO ESTÁ 
CONDICIONADA A QUE SU EJERCICIO OPERE EN BENEFICIO O EN PERJUICIO DEL IMPUTADO 
(INTERPRETACIÓN DEL PENÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 316 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES). 
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Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito que conocieron de los amparos en revisión 
respectivos, sostuvieron criterios distintos con relación a la facultad de los juzgadores de modificar 
la clasificación del hecho delictivo materia de la imputación al dictar auto de vinculación a proceso 
–prevista en el artículo 316 del Código Nacional de Procedimientos Penales–, cuando la modificación 
implique agravar la situación del imputado. 
 
Criterio jurídico: La modificación de la calificación del hecho delictivo materia de la imputación, 
realizada al dictar auto de vinculación a proceso, puede operar en beneficio o en perjuicio del 
imputado. 
 
Justificación: Debe entenderse que cuando la ley habla de "hecho delictivo" se refiere a la 
clasificación legal de los hechos al tenor de la figura típica prevista en el Código Penal respectivo, 
mientras que el vocablo "hecho" tiene relación con el elemento fáctico que dio origen a la 
imputación. Ahora bien, esta Primera Sala considera que en el sistema de enjuiciamiento penal 
acusatorio y oral, es constitucionalmente factible modificar la clasificación jurídica del hecho 
delictivo materia del debate, sin embargo, existe la limitante de no variar los hechos –entendidos 
como elementos fácticos– planteados por el Ministerio Público al formular imputación. En efecto, 
es fundamental la potestad dada al Juez de Control para que, en el auto de vinculación a proceso, 
otorgue una clasificación jurídica distinta al hecho delictivo propuesto por el Ministerio Público al 
formular imputación, pues su ejercicio produce certeza y congruencia entre los hechos atribuidos y 
la descripción típica. No hacerlo implicaría que se siga un proceso únicamente por la clasificación 
jurídica designada por el representante social, lo cual iría en detrimento del sistema, de los derechos 
de la víctima y de la sociedad en general, pues de resultar incongruente, generaría situaciones de 
impunidad al no poder encuadrar plenamente las circunstancias fácticas en la descripción típica 
correcta. Por tanto, la potestad conferida al Juez de Control para modificar la clasificación del hecho 
delictivo materia de la imputación, sólo está sujeta a que no se varíen los hechos expresados por el 
Ministerio Público al formular imputación, y se garantice el derecho de defensa del imputado. De 
ahí que, no existe disposición que haga presumir que su ejercicio está condicionado a operar en 
beneficio o en perjuicio del imputado, pues el legislador no lo dispuso así expresamente. Luego 
entonces, debe entenderse que la modificación de la clasificación del hecho delictivo materia de la 
imputación opera de manera indistinta, ello de acuerdo al principio de interpretación de ley que 
establece "donde la ley no distingue no debemos distinguir". Pensar de otra manera, implicaría 
asumir competencias que no son propias de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, al añadir 
un requisito legal que no fue establecido por el creador de la norma. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 190/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Sexto Circuito y el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 29 de 
enero de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Manuel Baráibar Tovar. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
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El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 153/2018 y 320/2018, en los que realizó una interpretación del contenido y 
alcance de la figura de reclasificación del hecho delictivo materia de la imputación al dictar auto de 
vinculación a proceso, prevista en el multicitado artículo 316 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, y sostuvo, en esencia, que el ejercicio de dicha potestad, aun cuando implique agravar la 
situación del imputado, no vulnera los principios de contradicción e imparcialidad que rigen el 
sistema acusatorio, pues desde su óptica, el legislador no dispuso lo contrario, es decir, no distinguió 
entre la reclasificación en beneficio o perjuicio; además, busca un fin constitucionalmente válido, 
esto es, que el culpable no quede impune y que la víctima sea resarcida del daño provocado por la 
comisión del delito; y, 
 
El Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 
244/2016, que dio origen a la tesis aislada número I.8o.P.12 P (10a.), de título y subtítulo: "AUTO 
DE VINCULACIÓN A PROCESO. EL JUEZ DE CONTROL, AL EJERCER SU FACULTAD DE RECLASIFICAR 
LOS HECHOS MATERIA DE LA IMPUTACIÓN MINISTERIAL, NO PUEDE AGRAVAR LA SITUACIÓN 
JURÍDICA DEL IMPUTADO PUES, DE HACERLO, VIOLA EL PRINCIPIO ACUSATORIO Y LA NATURALEZA 
CONTRADICTORIA DE LA CONTIENDA, ASÍ COMO LA IMPARCIALIDAD DE LA DECISIÓN JUDICIAL 
(INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DEL ARTÍCULO 316, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES)."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
30 de junio de 2017 a las 10:36 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 2866, con número de registro digital: 2014665. 
 
Tesis de jurisprudencia 29/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de ocho de julio de dos mil veinte.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de octubre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022161  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a. XXVII/2020 (10a.)  
 
GARANTÍA ECONÓMICA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 155, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. SU FINALIDAD NO ES GARANTIZAR LA REPARACIÓN DEL DAÑO. 
 
Hechos: En el marco de un proceso penal, el quejoso combatió -vía juicio de amparo indirecto– el 
aumento del monto previamente fijado para la imposición de la medida cautelar de garantía 
económica. Se consideró que el aumento estaba justificado porque era necesario para garantizar la 
posible reparación del daño en favor de la víctima. 
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
medida cautelar de garantía económica prevista en el artículo 155, fracción II, del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, no tiene como objeto salvaguardar la eventual reparación del daño 
durante el proceso, como sí lo tiene la figura de la providencia precautoria. 
 
Justificación: El legislador ha sido cauteloso en confeccionar las causales de procedencia de las 
medidas cautelares aplicables al sistema acusatorio, pues parte de la premisa de que éstas tienen 
el potencial real de afectar varios derechos humanos en perjuicio de personas que aún merecen ser 
tratadas como inocentes, por virtud del principio de presunción de inocencia. También ha procurado 
un fino balance entre los derechos de las personas acusadas y los de las víctimas. Sin embargo, no 
hay disposición alguna en el capítulo atinente a "medidas cautelares" que aluda a la noción de 
reparación del daño. En cambio, el artículo 138 de este ordenamiento regula la figura de la 
providencia precautoria y, específicamente, le encomienda el rol de velar por la viabilidad de la 
reparación del daño. Su finalidad exclusiva es garantizar este derecho, ya sea mediante el embargo 
de bienes o la inmovilización de cuentas y valores financieros. La norma impone al Juez el deber de 
motivar su justificación y lo faculta para revisar o cancelar esa providencia, siempre que la víctima 
haya tenido posibilidad de ser escuchada. Además, ella no tiene acceso a los bienes o valores 
garantizados hasta en tanto no exista una sentencia que condene por reparación de daño. La víctima 
queda protegida durante el juicio, aunque su derecho sólo será exigible en el futuro, es decir, hasta 
que aquél culmine. Se trata de figuras que, como su nombre y topografía demuestran, guardan 
independencia lógica. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 13/2019. Jesús Martín Salinas Garza. 21 de noviembre de 2019. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal Urueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022160  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a. XXVIII/2020 (10a.)  
 
GARANTÍA ECONÓMICA. LA IMPOSIBILIDAD MATERIAL DE OFRECERLA NO JUSTIFICA LA 
IMPOSICIÓN DE LA PRISIÓN PREVENTIVA COMO MEDIDA PREFERENTE. 
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Hechos: En el marco de un proceso penal, el quejoso combatió –vía juicio de amparo indirecto– el 
aumento del monto previamente fijado para la imposición de la medida cautelar consistente en 
garantía económica. El aumento se consideró justificado para garantizar la reparación del daño en 
favor de la víctima. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que la 
medida de garantía económica no admite ser tratada como una figura equivalente a la ya superada 
"libertad provisional bajo caución", por lo que la imposibilidad material de ofrecerla no justifica la 
imposición de la prisión preventiva como medida preferente. 
 
Justificación: En el sistema penal acusatorio queda prohibido utilizar las medidas cautelares como 
un mecanismo para anticipar la pena. Así, la garantía económica debe ser vista como una medida 
que amplía el abanico de posibilidades para quienes, por tener la capacidad financiera para ello, 
pueden realizar esa oferta y así asegurar el cumplimiento de sus obligaciones procesales. No 
obstante, de ahí no puede inferirse que quienes sean incapaces de solventar la garantía deban por 
ello quedar sujetas a prisión preventiva. De acuerdo con los principios fundamentales de un orden 
constitucional que (como el nuestro) protege la igualdad sustantiva, la pobreza no se castiga con 
medidas punitivas indirectas y la libertad no se compra. Un sistema que descansara en esta lógica 
resultaría abiertamente discriminatorio de la condición económica y social, y vulneraría el contenido 
del último párrafo del artículo 1o. constitucional. Así, la autoridad judicial está obligada a ponderar 
la viabilidad de imponer otras medidas cautelares distintas a la prisión preventiva, que incluso 
partieran de presunciones razonables sobre la vulnerabilidad inherente a la condición de pobreza. 
En suma, la garantía económica no debe ser entendida como una medida directamente 
intercambiable con la prisión preventiva. Por el contrario, tanto la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos como el Código Nacional de Procedimientos Penales se decantan por un 
sistema basado en la subsidiariedad respecto de la prisión preventiva: siempre que haya una medida 
cautelar más benigna y suficientemente eficaz, ella deberá preferirse. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 13/2019. Jesús Martín Salinas Garza. 21 de noviembre de 2019. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal Urueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022158  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  

Materia(s): (Penal)  
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Tesis: 1a./J. 32/2020 (10a.)  
 
DETENCIÓN, CONTROL DE SU LEGALIDAD. NO PROCEDE EJERCERLO RESPECTO DE LAS ÓRDENES 
DE APREHENSIÓN (ARTÍCULO 308 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES). 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes que conocieron de los amparos en revisión 
respectivos, sostuvieron criterios distintos consistentes en determinar si el control de legalidad de 
la detención previsto en el artículo 308 del Código Nacional de Procedimientos Penales, para los 
casos de flagrancia o urgencia, se debe realizar tratándose de órdenes de aprehensión. 
 
Criterio jurídico: Sobre tal cuestión, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el criterio que debe prevalecer, es que este control únicamente procede cuando la 
privación de la libertad personal del imputado tiene como antecedentes casos de flagrancia o 
urgencia, sin que pueda hacerse extensivo a las órdenes de aprehensión. Esto no significa que sea 
inviable alegar vicios cometidos en la ejecución de una orden de aprehensión, o bien, que el Juez de 
Control esté impedido para analizar oficiosamente violaciones a los derechos humanos ocurridas en 
el cumplimiento de dichas órdenes. 
 
Justificación: Ello, porque en los supuestos de flagrancia o urgencia, la privación de la libertad 
personal del imputado no ha sido sometida a un control judicial previo, como sí ocurre tratándose 
de órdenes de aprehensión, las cuales en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, deben librarse por la autoridad judicial competente. La razón se 
estructura atendiendo a que el bien jurídico tutelado por la Constitución Federal en ese supuesto, 
es la libertad personal de los inculpados, por lo que la finalidad de la audiencia es proteger esa 
prerrogativa, en los supuestos en que no existe un mandamiento judicial, tomando en cuenta que 
la privación de la libertad es ordenada por el Ministerio Público (en caso urgente) o ejecutada por 
cualquier persona (flagrancia), por lo que la consecuencia en caso de que se determinara su 
ilegalidad sería la libertad con reservas de ley. Mientras que en el caso de las órdenes de 
aprehensión, la privación de la libertad ya se encuentra justificada legalmente. Sin embargo, no 
escapa a la consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que en 
la ejecución de una orden de aprehensión pudieran surgir cuestiones que la autoridad judicial deba 
analizar, incluso de oficio; por ejemplo, cuando se alega que aquélla se materializó contra diversa 
persona (verbigracia, un homónimo), o bien, con posibles violaciones a derechos humanos. En este 
último supuesto, el Juez deberá actuar en términos de la normatividad aplicable, sin que la decisión 
respectiva forme parte del control de la legalidad de la detención a que se refiere el artículo 308 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, el cual, como se dijo, solamente resulta procedente 
tratándose de las detenciones en flagrancia o caso urgente. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 444/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materias Penal 
y Administrativa del Vigésimo Segundo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito. 
11 de marzo de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
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El Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 133/2017, que dio origen a la tesis aislada XXII.P.A.11 P (10a.), de título y 
subtítulo: "CONTROL DE LEGALIDAD DE LA DETENCIÓN. COMPRENDE LA DERIVADA DE LA 
EJECUCIÓN DE ÓRDENES DE APREHENSIÓN, EN ARAS DE PREVENIR SU REALIZACIÓN ARBITRARIA, 
CON TORTURA Y/O MALOS TRATOS (SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO).", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de febrero de 2018 a las 10:18 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 51, Tomo III, febrero de 2018, 
página 1403, con número de registro digital: 2016232; y, 
 
El Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 20/2019, que 
dio origen a la tesis aislada XXX.3o.4 P (10a.), de título y subtítulo: "CONTROL DE LEGALIDAD DE LA 
DETENCIÓN. SÓLO DEBE EFECTUARSE POR EL JUEZ DE CONTROL EN CASOS DE URGENCIA O 
FLAGRANCIA, SIN QUE COMPRENDA LA DERIVADA DE LA EJECUCIÓN DE ÓRDENES DE 
APREHENSIÓN, AUN EN ARAS DE PREVENIR SU REALIZACIÓN ARBITRARIA, CON TORTURA Y/O 
MALOS TRATOS (INTERPRETACIÓN TELEOLÓGICA, SISTEMÁTICA Y CONFORME DE LOS PÁRRAFOS 
PRIMERO, PRIMERA PARTE Y TERCERO DEL ARTÍCULO 308 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de 
junio de 2019 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 67, Tomo VI, junio de 2019, página 5144, con número de registro digital: 2019991. 
 
Tesis de jurisprudencia 32/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de ocho de julio de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de octubre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022153  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 40/2020 (10a.)  
 
CAREOS PROCESALES. NO ES NECESARIO VERIFICAR LA EFICACIA PROBATORIA DE LAS 
RETRACTACIONES QUE ORIGINAN CONTRADICCIONES SUSTANCIALES, ANTES DE ORDENAR LA 
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO PARA CELEBRARLOS. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes que conocieron de los amparos directos 
respectivos, en ejercicio de sus arbitrios judiciales realizaron un análisis interpretativo para 
determinar si antes de ordenar la reposición del procedimiento para la celebración de careos 
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procesales con motivo de contradicciones sustanciales derivadas de una retractación, es necesario 
verificar su eficacia probatoria. 
 
Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que no es 
necesario verificar la eficacia probatoria de las retractaciones que originan contradicciones 
sustanciales, antes de ordenar la reposición del procedimiento para celebrar careos procesales. 
 
Justificación: Los careos procesales, al tener naturaleza jurídica de medios de prueba, deben 
valorarse en conjunto con las demás pruebas adquiridas en el proceso, en especial, con aquellas de 
las que derivaron las contradicciones que dieron origen a los mismos, en tanto que su finalidad es 
aportar nuevos elementos convictivos que permitan determinar la eficacia del material probatorio. 
Además, el ejercicio de apreciación que realiza el juzgador respecto a la calidad de las pruebas tiene 
lugar propiamente en el juicio y consiste en la actividad intelectiva sobre todo aquello que como 
prueba se hubiera llevado al proceso, para establecer objetivamente una postura respecto a su 
eficacia; mientras que la apreciación en cuanto a los requisitos de procedencia de los careos 
procesales, es propia del procedimiento probatorio en el que se aportan y desahogan todos los 
medios de prueba, y su objetivo es identificar los desacuerdos en que incurran las personas que 
tienen la función de relatar hechos, así como determinar si éstos son sustanciales bajo un criterio 
de relevancia. Por ende, la determinación de la procedencia de los careos procesales siempre tendrá 
lugar antes de establecerse la eficacia probatoria de las pruebas, y el resultado de los careos 
referidos formará parte de los elementos convictivos con que cuente el juzgador propiamente en el 
juicio para apreciar el material probatorio y determinar su eficacia. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 33/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, y el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Cancún, Quintana 
Roo, actual Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 8 de julio de 2020. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ana 
Margarita Ríos Farjat y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Ricardo Monterrosas Castorena. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con 
residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del entonces Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal 
y de Trabajo del Séptimo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 467/2012 (cuaderno auxiliar 857/2012), que dio 
origen a la tesis aislada VII.1o.(IV Región) 4 P (10a.), de título y subtítulo: "CAREOS PROCESALES. SI 
DE LA RETRACTACIÓN DE UN TESTIGO DERIVA UNA APARENTE CONTRADICCIÓN CON EL DICHO DE 
OTRO, PREVIAMENTE A ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO PARA SU PRÁCTICA, EL 
TRIBUNAL DE ALZADA O DE AMPARO DEBE ANALIZAR SI AQUÉLLA CUMPLE O NO CON LOS 
REQUISITOS DE VEROSIMILITUD, AUSENCIA DE COACCIÓN Y SI EXISTEN OTROS MEDIOS DE PRUEBA 
QUE LA CORROBOREN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XVI, Tomo 3, enero de 2013, página 1993, con número de registro digital: 2002465, y 
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, 
con residencia en Cancún, Quintana Roo, –actualmente Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Séptimo Circuito– dictada en apoyo del entonces Cuarto Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, 
actual Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Vigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 
73/2013 (expediente auxiliar 248/2013), que dio origen a la tesis aislada XXVII.1o.(VIII Región) 20 P 
(10a.), de título y subtítulo: "CAREOS PROCESALES. SI DE LA RETRACTACIÓN DE UN TESTIGO CON EL 
DICHO DE OTRO SURGIERON NUEVOS PUNTOS DE CONTRADICCIÓN Y NO SE ORDENARON 
OFICIOSAMENTE, ES IMPROCEDENTE QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DETERMINE LA 
EFICACIA PROBATORIA DE AQUÉLLA PARA DECIDIR SI PROCEDE O NO REPONER EL PROCEDIMIENTO, 
YA QUE DICHA VALORACIÓN CORRESPONDE AL JUEZ DE LA CAUSA AL DICTAR SENTENCIA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIAPAS EN ABROGACIÓN PAULATINA).", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIV, Tomo 3, septiembre de 2013, página 
2455, con número de registro digital: 2004399. 
 
Tesis de jurisprudencia 40/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de diecinueve de agosto de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de octubre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022224  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de octubre de 2020 10:19 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. XXXV/2020 (10a.)  
 
REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO. MEDIDAS COMPLEMENTARIAS QUE LA INTEGRAN. 
 
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto contra la resolución que determina las 
medidas de reparación integral del daño que la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas otorgó 
por violaciones a derechos humanos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que la 
Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas debe otorgar a las víctimas, como medidas 
complementarias: la investigación de los hechos; la restitución de sus derechos, bienes y libertades 
vulnerados; las medidas para su rehabilitación física, psicológica o social; las medidas de 
satisfacción, mediante la realización de actos en beneficio de las víctimas; las garantías de no 
repetición de la violación; y una indemnización compensatoria por daño material e inmaterial. 
 
Justificación: Ello, pues resultaría imposible y, por tanto, nugatoria, la reparación integral de las 
víctimas si la autoridad resolutora sólo se ocupara de prescribir actos o medidas tendentes a cumplir 
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con sólo una o algunas de esas medidas, lo que se traduciría en una reparación del daño parcial o 
incompleta. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1133/2019. 1 de julio de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo 
Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022219  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de octubre de 2020 10:19 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. XXXIV/2020 (10a.)  
 
PRINCIPIO DE COMPLEMENTARIEDAD PREVISTO EN LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS. SU ALCANCE. 
 
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto contra la resolución que determina las 
medidas de reparación integral del daño que la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas otorgó 
por violaciones a derechos humanos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió que en los 
casos en que la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas determine la procedencia de una 
reparación integral del daño por violaciones a derechos humanos en términos de la Ley General de 
Víctimas, debe respetarse el principio de complementariedad, el cual implica que esa Comisión 
determine quién, cómo, cuándo y dónde es responsable de la satisfacción de la investigación de los 
hechos del ilícito; de la restitución de los derechos, bienes y libertades de las víctimas; de la 
rehabilitación física, psicológica o social de las víctimas; de garantizar medidas de satisfacción, esto 
mediante la realización de actos en beneficio de las víctimas; de otorgar garantías de no repetición 
de la violación; y de entregar una indemnización compensatoria por daño material e inmaterial. 
 
Justificación: Ello, pues es necesario que se cumpla con la satisfacción efectiva y eficiente de cada 
una de esas medidas cuando, dada la naturaleza de la violación, se haya determinado su 
procedencia. De modo que la reparación integral deja de ser tal, si tan sólo una de sus medidas se 
incumple, o es ineficiente y/o inefectiva. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1133/2019. 1 de julio de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo 
Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022210  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de octubre de 2020 10:19 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. XXXII/2020 (10a.)  
 
MEDIDAS DE COMPENSACIÓN PARA LAS VÍCTIMAS DE VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. SU 
ALCANCE COMO MEDIDAS COMPLEMENTARIAS DE LA REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO. 
 
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto contra la resolución que determina las 
medidas de reparación integral del daño, entre otras, la de compensación prevista en el artículo 64 
de la Ley General de Víctimas, que la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas otorgó por 
violaciones a derechos humanos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que la 
Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas debe partir de la premisa de que la compensación es una 
medida complementaria de la reparación integral consistente en el pago de una cantidad en dinero 
y/o entrega de bienes o prestación de servicios a las víctimas de una violación de derechos humanos, 
con recursos del Estado, de modo que se alcancen a satisfacer las pérdidas tanto materiales como 
inmateriales sufridas como consecuencia del hecho ilícito. 
 
Justificación: Lo anterior, pues la finalidad última de la reparación integral del daño es lograr la 
redignificación y rehabilitación auténtica de las víctimas, sin que ello pueda representar su 
enriquecimiento o empobrecimiento, ni el de sus sucesores. 
 
PRIMERA SALA 
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Amparo en revisión 1133/2019. 1 de julio de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo 
Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022209  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de octubre de 2020 10:19 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a. XXXIII/2020 (10a.)  
 
MONTOS ECONÓMICOS POR CONCEPTO DE MEDIDAS DE COMPENSACIÓN PARA LAS VÍCTIMAS 
DE VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. SU RECEPCIÓN POR PARTE DE LAS VÍCTIMAS NO 
CONSTITUYE UN ACTO CONSENTIDO PARA EL EFECTO DE DECRETAR LA IMPROCEDENCIA DEL 
JUICIO DE AMPARO. 
 
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto contra la resolución que determina las 
medidas de reparación integral del daño que la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas otorgó 
por violaciones a derechos humanos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que el 
hecho de que las víctimas de violaciones a derechos humanos hayan recibido algún monto 
económico decretado por la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas por concepto de "medidas 
de compensación" o aporten información bancaria para recibir alguna cantidad económica con esa 
finalidad no implica consentimiento alguno, por lo que no se actualiza la causa de improcedencia 
del juicio de amparo prevista en el artículo 61, fracción XIII, de la Ley de Amparo. 
 
Justificación: Ello pues estimar lo contrario implicaría, por un lado, que las víctimas, al iniciar sus 
trámites ante la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas y aportar sus datos bancarios, consientan 
de antemano la cantidad que ésta señale –sin importar que sea contraria al marco jurídico– y, por 
otro, que cualquier cantidad que reciban por concepto de "medidas de compensación" impida su 
posterior escrutinio judicial, lo que conlleva soportar posibles decisiones arbitrarias que limiten su 
derecho humano a recibir una reparación integral, reconocido por el artículo 1o. de la Constitución 
General. 
 
PRIMERA SALA 
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Amparo en revisión 1133/2019. 1 de julio de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo 
Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022198  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de octubre de 2020 10:19 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: 1a. XLII/2020 (10a.)  
 
INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. CONFORME A LO ESTABLECIDO EN LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 
113 DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, PUEDE SER 
CONSIDERADA LA DE LAS PERSONAS JURÍDICAS QUE CONTENGA LOS DATOS SOBRE SU 
DOMICILIO, SUS COMUNICACIONES, O CIERTOS INFORMES ECONÓMICOS, COMERCIALES Y 
AQUELLOS INHERENTES A SU IDENTIDAD QUE DEBEN ESTAR PROTEGIDOS FRENTE A 
INTROMISIONES ILEGÍTIMAS. 
 
Hechos: En un procedimiento administrativo seguido a una empresa por parte de la Comisión 
Federal de Competencia Económica (COFECE), se emitió una resolución mediante la que se sancionó 
a la misma por haberse estimado la comisión de prácticas económicas absolutas; dicha empresa 
reclamó en amparo indirecto la versión pública de la resolución de mérito, mediante la que se 
ordenó la publicación y difusión de sus datos de identificación, por haberse tratado de una persona 
jurídica; así como lo establecido en el artículo 113, fracción I, de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, al haber estimado que resultaba inconstitucional al sólo proteger 
la información que contuviera los datos de identificación de las personas físicas, y no así los de las 
personas jurídicas, como era su caso. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que del 
contenido literal de la porción normativa en comento, que establece como información confidencial 
aquella que contenga datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable, no se advierte que excluya expresamente de esa tutela a las personas jurídicas en 
cuanto a su domicilio y sus comunicaciones, o bien, ciertos informes económicos, comerciales o 
inherentes a su identidad que, de suyo, sí deben estar protegidos frente a intromisiones ilegítimas. 
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Justificación: Lo que se obtiene de la norma no explicitada, derivada de lo establecido en el diverso 
ordenamiento al que, precisamente, se debe tal disposición, por deferencia jerárquica, es decir, por 
virtud del entendimiento que confiere la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, en su artículo 116, respecto a que los datos que se consideran confidenciales son los 
concernientes a cualquier persona en términos amplios, esto es, tanto a las físicas como a las 
jurídicas. Además, en atención al principio pro persona, al que hacen alusión tanto el artículo 1o. 
constitucional como la parte final del artículo 6 de la aludida Ley General, de los posibles significados 
que puedan atribuírsele a la fracción I del artículo 113 en cuestión, el que mayor beneficio genera 
es aquel que no acota la protección de datos confidenciales a un tipo de persona, sino a las personas 
físicas y jurídicas, en términos generales. Sin que lo anterior exima de la posibilidad de ponderar la 
protección de los datos confidenciales de las personas jurídicas, con la posibilidad de conculcar los 
derechos de terceros. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 884/2018. 15 de mayo de 2019. Cinco votos de los de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: 
Luis Mauricio Rangel Argüelles. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022195  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de octubre de 2020 10:19 h  

Materia(s): (Constitucional, Civil)  

Tesis: 1a. XLI/2020 (10a.)  
 
DERECHO A LA INTIMIDAD. SUS ALCANCES FRENTE AL DERECHO A LA INFORMACIÓN. 
 
Hechos: Una empresa adujo en su demanda de amparo que como persona jurídica tiene derecho a 
que ciertos datos relacionados con ella, sean considerados como información confidencial, no 
obstante el derecho de terceros a acceder a la información que obre en los registros de la autoridad 
ante la que se le instauró un procedimiento administrativo. 
 
Criterio jurídico: Al respecto se considera que las limitaciones para acceder a la información que 
convergen en la intimidad de las personas, junto con el honor y el derecho a la propia imagen, 
pueden ceder, o al menos, oponer una menor resistencia, en una controversia jurídica en la que 
aparezca la variable del interés público, ya sea por el interés objetivo de la información o por la 
relevancia y dimensión pública del sujeto que la protagoniza. 
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Justificación: Lo anterior, porque si bien el derecho a la intimidad suele asociarse con aquello que 
no pertenece a lo público y a lo que, sólo el individuo, y quienes éste admite libremente, puedan 
tener acceso, lo cierto es que en el estado de derecho social, el derecho a la intimidad se convierte 
en el derecho a saber qué, quién y por qué motivos, puede conocer información sobre la persona, 
pues deja de ser sólo un derecho de defensa de un espacio exclusivo y excluyente, para convertirse 
también en un derecho activo de control sobre la información personal, de que otros puedan 
disponer y del uso que se le dé. Las potenciales agresiones que la posesión de la información 
personal organizada (que obra generalmente en registros informáticos), representan para la 
intimidad, tienen una relevancia pública enorme, ya que el derecho a la intimidad y el derecho a la 
información, además de tener un aspecto de protección de bienes individuales, tienen una 
importante función para el desarrollo de sociedades democráticas porque son, bien entendidas, una 
condición para el ejercicio del resto de los derechos humanos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 884/2018. 15 de mayo de 2019. Cinco votos de los de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: 
Luis Mauricio Rangel Argüelles. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022194  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de octubre de 2020 10:19 h  

Materia(s): (Constitucional, Civil)  

Tesis: 1a. XXXVIII/2020 (10a.)  
 
DERECHO HUMANO AL NOMBRE. SU ÁMBITO DE TUTELA SE DESARROLLA EN UNA DOBLE FACETA, 
INDIVIDUAL Y COLECTIVA O SOCIAL. 
 
Hechos: En los casos en los que una persona ejerza acción civil a fin de modificar el nombre que 
aparece en su acta de nacimiento. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe 
tomarse en cuenta que dada la función que desempeña el nombre como el atributo que permite 
identificar a una persona en su entorno social y frente al Estado, este derecho goza de una doble 
faceta, pues si bien en un primer momento se inserta en la esfera más íntima del sujeto como una 
expresión de su autonomía individual, lo cierto es que su ámbito de tutela trasciende a dicha esfera 
para insertarse además en un ámbito social y público. 
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Justificación: Lo anterior, porque al ser el nombre el signo distintivo que permite reconocer e 
identificar a una persona dentro de un entorno social, constituye el primer paso en la atribución e 
imputación de derechos y obligaciones. Derechos como la personalidad jurídica, la nacionalidad o 
el patrimonio pierden sentido si no es posible individualizar a su titular, de ahí que esta faceta social 
deba tenerse en cuenta al momento de analizar problemáticas relacionadas con el derecho al 
nombre y su modificación. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 7529/2019. José Trejo. 3 de junio de 2020. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, quien votó con el sentido, 
pero apartándose de algunas consideraciones, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Eduardo Aranda Martínez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022193  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de octubre de 2020 10:19 h  

Materia(s): (Constitucional, Civil)  

Tesis: 1a. XXXIX/2020 (10a.)  
 
DERECHO HUMANO AL NOMBRE. LA PROHIBICIÓN ABSOLUTA DE PODER RECTIFICARLO CUANDO 
YA HUBIERA SIDO OBJETO DE UNA MODIFICACIÓN ANTERIOR, CONSTITUYE UNA RESTRICCIÓN 
INJUSTIFICADA. 
 
Hechos: Ante la pregunta de si es posible modificar el nombre que aparece en el acta de nacimiento 
de una persona, a fin de adecuarlo a su realidad social, esto a pesar de que dicho atributo ya hubiera 
sido modificado en una ocasión anterior por virtud de una sentencia ejecutoriada. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación arriba a la convicción 
de que la prohibición absoluta de poder cambiar el nombre de una persona cuando ya hubiera sido 
objeto de una modificación anterior, constituye una restricción injustificada, pues la existencia de 
una sentencia previa en nada desvirtúa las razones que justifican la modificación del nombre para 
adecuarlo a la realidad social de esa persona. 
 
Justificación: Lo anterior, porque aun y cuando ya hubiera ocurrido una primera modificación, ello 
no impide el inicio de un nuevo proceso en el cual la persona se autoidentifique con un nombre 
distinto respecto del cual está registrada y bajo él se ostente por un periodo de tiempo prudente y 
significativo, de forma continua, ininterrumpida y permanente a tal grado que logre anclar su 
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identidad con este nuevo nombre y que la sociedad la identifique como tal, sin que ello vulnere el 
principio de seguridad jurídica, pues es este proceso el que salvaguarda que el uso del nombre 
permanezca estable lo necesario para generar una identidad socialmente reconocida. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 7529/2019. José Trejo. 3 de junio de 2020. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, quien votó con el sentido, 
pero apartándose de algunas consideraciones, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Eduardo Aranda Martínez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022189  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de octubre de 2020 10:19 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. XXXI/2020 (10a.)  
 
DAÑOS PUNITIVOS. NO FORMAN PARTE DE LA REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO PROVOCADO 
POR VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. 
 
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto contra la resolución que determinó las 
medidas de reparación integral del daño que la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas otorgó 
por violaciones graves a derechos humanos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los 
daños punitivos no constituyen un concepto de compensación como parte complementaria de la 
reparación integral del daño por violaciones a derechos humanos. 
 
Justificación: Lo anterior, pues en primer lugar, los daños punitivos son una figura de carácter civil, 
cuyo resultado último es la condena de un particular, a diferencia de la reparación integral del daño, 
que es una figura propia del derecho público; en segundo, dado que la justificación para la aplicación 
de los daños punitivos es el castigo y la prevención de conductas "reprochables", mientras que una 
de las características más importantes de la reparación integral es, precisamente, evitar que su 
entrega pueda representar el enriquecimiento de las víctimas y/o de sus sucesores. Y, en tercero, 
en virtud de que los daños punitivos sirven como herramienta ejemplar a la sociedad para evitar 
conductas idénticas o similares, contrario a la doctrina aplicable sobre el cálculo de la reparación 
integral del daño, en el que se deben desestimar aquellas pretensiones de indemnizaciones que 
puedan resultar ejemplarizantes o disuasivas. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1133/2019. 1 de julio de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo 
Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022185  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de octubre de 2020 10:19 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a. XXX/2020 (10a.)  
 
CÁLCULOS INDEMNIZATORIOS POR VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. FACULTAD DEL JUEZ 
CONSTITUCIONAL DE RECUANTIFICARLOS SI RESUELVE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LOS 
DETERMINADOS POR LA COMISIÓN EJECUTIVA DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS. 
 
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto contra la resolución que determinó las 
medidas de reparación integral del daño que la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas le otorgó 
por violaciones a derechos humanos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el Juez 
Constitucional se encuentra legal y constitucionalmente legitimado para recuantificar los cálculos 
indemnizatorios por violaciones a derechos humanos, si resuelve su inconstitucionalidad. 
 
Justificación: Si bien de la Ley de Amparo no se desprende que exista expresamente una facultad 
que permita a los Jueces Constitucionales decretar compensaciones económicas en las sentencias 
de amparo, la recuantificación de su monto como consecuencia de la impugnación de su cálculo es 
posible, toda vez que la finalidad última del juicio de amparo es la restitución a los quejosos en el 
goce y garantía de sus derechos fundamentales. De tal manera que cuando exista una violación a 
éstos, el sistema de justicia debe ser capaz de reparar el daño provocado, siendo que mediante 
dicha revisión, no sólo se garantiza a las víctimas su derecho humano a una reparación integral, el 
cual encuentra su fundamento en el artículo 1o. de la Constitución General, sino también su derecho 
de acceso a una justicia expedita, pronta, completa e imparcial, reconocido por el artículo 17 de la 
misma. 



 

30 
 

 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1133/2019. 1 de julio de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo 
Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022180  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de octubre de 2020 10:19 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 23/2020 (10a.)  
 
ACCIÓN CAUSAL. CUANDO SE EJERCE POR HABERSE EXTINGUIDO LA ACCIÓN CAMBIARIA, DEBE 
ATENDERSE A LAS OBLIGACIONES CONSIGNADAS EN EL NEGOCIO JURÍDICO SUBYACENTE, CON 
INDEPENDENCIA DE LO PACTADO EN EL TÍTULO DE CRÉDITO. 
 
Los Tribunales Colegiados contendientes que conocieron de los juicios de amparo directo 
respectivos sostuvieron criterios distintos, al determinar que si cuando se ejerce la acción causal 
derivada del artículo 168 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito se debe atender a la 
literalidad de lo pactado en el título de crédito, o a las obligaciones consignadas en el contrato que 
le dio origen. Al respecto, se estima que cuando ha cesado la posibilidad de instaurar la vía 
privilegiada (cambiaria directa) y se ejerce la acción causal, en caso de haber discrepancias entre lo 
pactado en el contrato y el contenido del título de crédito, debe atenderse a las obligaciones 
consignadas en el negocio jurídico subyacente, con independencia de lo pactado en el título valor. 
Se considera así, en tanto que la acción causal a que se refiere el precepto indicado tiene como 
sustento la relación jurídica subyacente, donde la materia de prueba se centra en la demostración 
de los hechos orientados a revelar el negocio que dio como consecuencia la suscripción del título de 
crédito, de manera que en ese tipo de acciones ya no puede acudirse a la literalidad del título de 
crédito cuando en él se contengan aspectos discrepantes respecto del contrato originario, dado que 
al tratarse de la acción causal, se debe atender a los pactos adquiridos en las cláusulas del negocio 
causal, porque la obligación que se exige al demandado no deriva del título de crédito, sino del 
acuerdo de voluntades que originó la suscripción del título. De modo que en el ejercicio de la 
referida acción, la naturaleza de ésta ya no abarca al contenido literal del título de crédito con el 
cual se documentó la obligación, sino a lo pactado en el contrato de origen, de manera que si 
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difieren los términos de algún concepto principal o accesorio entre lo pactado en el título de crédito 
y en el negocio subyacente, deberá prescindirse del primero –título valor– y atenderse sólo al 
segundo –negocio jurídico subyacente–, porque la acción ejercida no es la cambiaria directa, sino la 
causal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 535/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
27 de mayo de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: César de la Rosa Zubrán. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 
253/2007, que dio origen a la tesis aislada III.2o.C.142 C, de rubro: "TÍTULOS DE CRÉDITO. CUANDO 
SE EJERCE LA ACCIÓN CAUSAL, NO DEBE ATENDERSE A LA LITERALIDAD DEL DOCUMENTO, SINO A 
LA DEL CONTRATO QUE LE DIO ORIGEN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, febrero de 2008, página 2457, con número de registro digital: 
170163; y, 
 
El Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
601/2009, que dio origen a la tesis aislada I.7o.C.138 C, de rubro: "ACCIÓN CAUSAL. EN LA EJERCIDA 
POR HABERSE EXTINGUIDO LA ACCIÓN CAMBIARIA, PUEDEN RECLAMARSE SÓLO LAS 
OBLIGACIONES CONSIGNADAS EN EL TÍTULO DE CRÉDITO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, página 1439, con número de 
registro digital: 165896. 
 
Tesis de jurisprudencia 23/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de veinticuatro de junio de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 13 de octubre 
de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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